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“Ahora bien, la Defensora accionante señala que no puede una Resolución estar por encima del contenido de la Ley; eso no se discute, pero sucede que se trata de un acto administrativo de carácter general, impersonal y abstracto, por lo cual, sería improcedente una acción de esta estirpe para lograr su desconocimiento, pues así lo señala el numeral 5° arriba citado. 

No sobra decir que la acción no se promovió como mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio irremediable; como tampoco se ha acreditado que el mismo pueda existir, como para proceder, por excepción, a la protección constitucional.”  
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Acta N° 394 de agosto 18 de 2016
  



Se decide la acción de tutela promovida por la Defensoría de Familia, en representación del niño AA
, frente a la Gobernación de Risaralda y la Oficina de Pasaportes, a la que fueron vinculados el Procurador Judicial de Familia; María Rubinery Castañeda López; Horacio Ramos Montoya; el Ministerio de Relaciones Exteriores; la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia; la Cónsul de Primera de Colombia en Panamá, Luz Marina Palacios González y la Dirección de Asuntos Migratorios Consulares y Servicio al Ciudadano de la misma Cartera.
ANTECEDENTES

La Defensoría de Familia, en representación del niño AA, presentó acción de tutela contra la Gobernación de Risaralda y la Oficina de Pasaportes, en la que aduce la violación de los derechos fundamentales “de LOCOMOCION (sic) y a TENER UNA FAMILIA NO SER SEPARADO DE ELLA Y A LA UNIDAD FAMILIAR“.
Se adujo, en resumen,  que la señora DD, en calidad de abuela materna y cuidadora del niño AA, solicitó ante el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar la iniciación del trámite de permiso de salida del país del mencionado niño con destino a Panamá, pues, se desconoce el actual paradero de su padre, y su progenitora reside en Panamá; que la abuela dio cuenta de que antes de acercarse al ICBF hizo presencia en la oficina de pasaportes de la Gobernación de Risaralda para indagar sobre cómo tramitaba el pasaporte del menor, y se le hizo saber que debía aportar un poder autenticado de su hija en Panamá; se realizó el procedimiento señalado en el artículo 110 del Código de la Infancia y la Adolescencia y la defensoría otorgó permiso de salida del niño del país por medio de acto administrativo que quedó en firme. Cuando la señora DD arrimó ante la oficina de pasaportes el aludido poder, se negaron al trámite del respectivo pasaporte, por cuanto debía ser la Defensoría de Familia la que ordenara su expedición en la resolución que autorizaba la salida del país. Agregó que como el permiso otorgado por la Defensoría tiene un límite de vigencia y se pretendía que el niño viajara con prontitud a Panamá para tener contacto con su señora madre, se intentó comunicación con la respectiva oficina de pasaportes con resultados infructuosos.

Luego expresó que dentro de las funciones asignadas al Defensor de Familia no se encuentra la de autorizar la emisión de pasaportes, pues solamente, el numeral 7º del artículo 82 del Código de la Infancia, señala la de “conceder permiso para salir del País los niños, niñas y adolescentes cuando no sea necesaria la intervención del Juez”; y que en el caso presente se requiere de esa autorización, pues se desconoce el paradero de su padre desde hace varios años y ya se cumplió con el requisito necesario para la concesión del pasaporte; que la Defensoría, podrá autorizar la emisión del pasaporte de un niño, niña o adolescente, siempre y cuando carezca de representantes legales o sea declarado en estado de adoptabilidad, lo que no sucede en el caso concreto, como que existiendo la progenitora, quien no ha sido privada de la patria potestad y ha otorgado válidamente poder especial a la abuela materna para el trámite del caso, debe la parte accionada proceder de conformidad, atendiendo el derecho que le asiste al niño de tener una familia y de no ser separado de ella.

Se pidió, por tanto, el amparo de los derechos reclamados y como consecuencia de ello, que se ordene a la accionada que de acuerdo con el poder otorgado por la señora BB, madre del menor, se tramite en ese despacho el pasaporte del mismo.

Previa nulidad de todo lo actuado decretada por la Sala Civil-Familia de esta Corporación respecto del trámite que a la acción le dio el Juzgado Primero Civil del Circuito local, se dispuso lo de rigor frente a las entidades referidas.
Intervino el Coordinador del Grupo Interno de Trabajo de Visas e Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores, quien dio cuenta de la competencia de esa Cartera en la expedición y autorización de pasaportes, para lo cual trajo a colación diversos apartes de la Decreto 869 de 2016, así como otras normativas atañederas al asunto; que en el caso concreto, no se aportó documento donde se otorgue de manera expresa permiso para la realización del trámite de pasaporte del menor como lo refiere la Resolución 5392 del 31 de agosto de 2015; además, que no es la tutela el medio idóneo para la pretensión incoada, y solicitó su desvinculación de la demanda, porque el hecho de que la Gobernación de Risaralda conozca y exija documentos, no justifica que el ministerio sea llamado a responder por la supuesta violación de derechos fundamentales y no puede endilgársele responsabilidad alguna.
Por su parte, el Procurador Judicial de Familia, en síntesis, indicó que la acción no está llamada a prosperar porque la oficina de pasaportes cumple con su deber, en aplicación de las normas legales estatuidas para ello, así como de la sentencia C-412 de 2001.
Con anterioridad se había pronunciado, por intermedio de apoderada judicial, la Gobernación de Risaralda; el argumento es que se ha actuado conforme a las preceptivas legales; que hay una falta de legitimación en la causa por pasiva a su cargo, pues la misma recae en el Ministerio de Relaciones Exteriores, por ser la autoridad competente para la emisión de pasaportes, y por ello solicitó declarar la improcedencia de la tutela iniciada en su contra. 
El Director de Asuntos Migratorios, Consulares y Servicio al Ciudadano del citado Ministerio (e), había intervino en un contexto igual al de la Coordinación del Grupo Interno de Trabajo de Visas e Inmigración.

CONSIDERACIONES

Dispone el artículo 86 de la Constitución Nacional que toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.

Haciendo uso de esa garantía, la Defensoría de Familia,  acudió en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, de los que es titular el menor AA, y que estima conculcados por las entidades a las que demandó, ante el hecho de negarse el pasaporte del mismo, para poder viajar hacia Panamá, donde reside su señora madre, porque falta que la Defensoría de Familia ordene la expedición del mismo, lo que no se suple con el poder que otorgó la madre a la abuela.
Continuamente, la Corte Constitucional recuerda los requisitos de procedencia de una acción de tutela, que compendia en “(i) legitimidad activa y pasiva; (ii) vulneración o amenaza de un derecho constitucional fundamental; (iii) subsidiariedad; e (iv) inmediatez”
.
Pero, a ellos, se suman otras circunstancias que tornan improcedente el amparo. Concretamente, se trata de los eventos señalados en el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, entre los cuales está, en el numeral 5°, que se trate de un acto de carácter general, impersonal y abstracto. 

Y es que, en este caso, acorde con la normativa que rodea el asunto, conforme lo resaltan la Dirección de Asuntos Migratorios, Consulares y Servicio al Ciudadano y el Coordinador del Grupo Interno de Trabajo de Visas e Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores, no puede desconocerse que para la expedición del pasaporte requerido por un menor, en el puntual caso en el que se encuentra ausente uno de sus padres, como aquí acontece, se halla expresamente consagrado en el último inciso del parágrafo 6º de la Resolución No. 5392 de agosto 31 de 2015, por la cual se reglamentan los capítulos 4 y 5 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1067 de 2015, que: “…se debe presentar autorización emitida por el Defensor de Familia en calidad de representante legal del menor en los términos del artículo 82 numeral 12 de la Ley 1098 de 2006, para adelantar el trámite de emisión de pasaporte de un niño, niña o adolescente.” 
Así se les ha hecho saber a los interesados, que no han acreditado el agotamiento de tal exigencia, con lo cual no advierte la Sala un actuar trasgresor de los derechos fundamentales reclamados, si bien no se le está negando movilizarse dentro o fuera del país, solo que para que esto último ocurra, dado que el paradero del padre es desconocido, se impone la aludida autorización. 

Ahora bien, la Defensora accionante señala que no puede una Resolución estar por encima del contenido de la Ley; eso no se discute, pero sucede que se trata de un acto administrativo de carácter general, impersonal y abstracto, por lo cual, sería improcedente una acción de esta estirpe para lograr su desconocimiento, pues así lo señala el numeral 5° arriba citado. 
No sobra decir que la acción no se promovió como mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio irremediable; como tampoco se ha acreditado que el mismo pueda existir, como para proceder, por excepción, a la protección constitucional.  




En consecuencia, se declarará improcedente el amparo. 
 



DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por la Defensoría de Familia, en representación del niño AA, en esta acción de tutela que promovió frente a la Gobernación de Risaralda y la Oficina de Pasaportes.



  
 Se absuelve a las demás entidades que conforman la parte pasiva.
  



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente, si no fuere impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 



Sin más trámite, archívese el expediente si la sentencia no fuere objeto de alzada ni de la referida revisión.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                           DUBERNEY GRISALES HERRERA
  




  


  En uso de permiso


� No se citará el nombre del menor, ni de sus demás consanguíneos, en aras de preservar su intimidad dentro del presente asunto, como se dejó ver desde el auto que le dio impulso a la actuación.


� Sentencia T-282 de 2016
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